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Señor

JUEZ DIECISÉIS CIVIL DEL CIRCUITO DE ORALIDAD DE MEDELLÍN

E.S.D.

 

REFERENCIA:

PROCESO:            VERBAL MAYOR CUANTÍA – RESPONSABILIDAD CIVIL
CONTRACTUAL

DEMANDANTE:    HERNANDO LONDOÑO BERRÍO y OTRO   .

DEMANDADO:      WILLIAM GÓMEZ MARÍN y OTRO.

RADICADO:          2020 – 00001.



ALEXANDER FRANCO GÓMEZ 

  Abogado. 

 

Señor 

JUEZ DIECISEIS CIVIL DEL CIRCUITO DE ORALIDAD DE MEDELLÍN 

E.S.D. 

 

REFERENCIA: 

 

PROCESO: VERBAL MAYOR CUANTÍA – RESPONSABILIDAD 

CIVIL CONTRACTUAL 

DEMANDANTE: HERNANDO LONDOÑO BERRÍO y OTRO . 

DEMANDADO: WILLIAM GÓMEZ MARÍN y OTRO. 

RADICADO:  2020 – 00001. 

 

ALEXANDER FRANCO GÓMEZ, abogado en ejercicio, domiciliado en el 

municipio de Sabaneta, Antioquia, identificado con la cédula de ciudadanía y 

tarjeta profesional Nos 71’797.913 y 186.177 respectivamente, en calidad de 

apoderado judicial del señor WILLIAM GÓMEZ MARÍN, identificado con la 

cédula de ciudadanía No 70’040.149, con domicilio en esta ciudad, me 

permito presentar el escrito de contestación de la demanda, en los siguientes 

términos. 

 

1. FRENTE A LOS HECHOS DE LA DEMANDA. 

 

 

“Primero”. NO ES CIERTO. 

En el año 1996 se esbozó un acuerdo de trabajo entre las personas indicadas, 

que podría tener las características de una sociedad de hecho de haberse 

cristalizado las premisas indicadas en este hecho, pues: 

El número de procesos que vinculó a mi representado con la supuesta 

sociedad, se redujo a uno (1), tal como adelante se especificará. 



ALEXANDER FRANCO GÓMEZ 

  Abogado. 

Nunca hubo un aporte de capital, como olímpicamente lo pregonan los 

demandantes. 

Los aportes de industria brillaron por su inexistencia. 

El trabajo conjunto, así mismo nunca se adelantó. 

 

Faltan a la verdad los demandantes al afirmar que cada uno hizo su aporte 

intelectual, logístico, operativo o de vigilancia para el adelantamiento de los 

procesos, pues se repite, fue uno solo proceso, el referido en la demanda en 

el numeral “1” del hecho “Cuarto”, y los hechos “Quinto” y “Sexto”, con la 

particularidad que su relación fue únicamente con el demandante 

LONDOÑO BERRRÍO, como adelante se explicará. 

 

 “Segundo”. ES PARCIALMENTE CIERTO. Los documentos base de la 

supuesta sociedad de hecho, hacen referencia a un listado de 51 procesos 

en los que al abogado WILLIAM GÓMEZ MARÍN, se le asigna una 

participación en seis (6) de ellos, de los que  mi mandante solo tiene noticia 

de tres (3), desconociendo la suerte de los restantes, así como por qué en 

los referidos documentos aparecen  personas extrañas en la distribución de  

los honorarios del supuesto acuerdo de trabajo, sin saberse a título de qué, 

si son abogados, qué aporte hicieron o se esperaba que hicieran para qué se 

les asignara participación en la supuesta sociedad. 

 

La distribución porcentual de los honorarios en los montos que señala el 

documento, tenía como premisa necesaria la participación de los abogados 

en el adelantamiento de los procesos, situación que no se dio en manera 

alguna. 

 

“Tercero”. ES PARCIALMENTE CIERTO. Es cierto que cuando se pactó 

realizar un acuerdo de trabajo, se gestó a la luz de la buena fe, o confianza 

mutua, pero los hechos posteriores dieron cuenta de una eliminación tacita 

del acuerdo, fruto de la  inactividad procesal por parte de los demandantes, 



ALEXANDER FRANCO GÓMEZ 

  Abogado. 

su ningún aporte económico o intelectual que obviamente dieron lugar a la 

desaparición misma del acuerdo y de la distribución o reparto de honorarios. 

 

“Cuarto”.  ES PARCIALMENTE CIERTO y explico: 

Para empezar debemos significar que el demandante ALVARO MORALES 

RÍOS, fuera de aparecer en los poderes de la familia del señor EMILIO 

ALBERTO MUÑOZ MOSQUERA, brilla por su total carencia de actividad en 

los asuntos indicados en la demanda, vale decir, nunca actuó 

profesionalmente en ellos, jamás tuvo contacto o relación con los clientes, 

jamás contribuyó con una moneda de centavo para el adelantamiento de los 

mismos, pudiéndose afirmar que fue un fantasma frente a los asuntos en 

cuestión. Incluso, ni siquiera suscribió el documento del pretendido contrato 

aducido como prueba por los demandantes. 

Siendo así, es procedente preguntarse: ¿QUÉ Y EN RAZÓN DE QUÉ 

RECLAMA? 

 

En cuanto a los procesos allí señalados, fueron inicialmente parte del 

acuerdo logrado con el abogado LONDOÑO BERRIO, así como del 

señalamiento de participación de honorarios, en los términos señalados en el 

documento referido en el numeral “Segundo.” 

 

“Quinto.”.  ES PARCIALMENTE CIERTO.  

Con respecto al proceso del señor JORGE ARGIRO TOBÓN OLARTE, 

debemos señalar:  

A.- El escrito de demanda se elaboró en la oficina profesional que mi cliente 

compartía con el Dr. JOHN JAIME POSADA. 

B.- El adelantamiento del proceso, en un altísimo porcentaje, estuvo a cargo 

de mi poderdante, puesto que intervino en todas las diligencias que en 

materia probatoria se adelantaron fuera de la ciudad de Bogotá, sede del 

Tribunal Administrativo de Cundinamarca donde se surtió la primera 



ALEXANDER FRANCO GÓMEZ 

  Abogado. 

instancia; y en ese orden ideas, actuó como apoderado de la parte actora en 

las diligencias que de lunes a viernes se celebraron ante el juzgado civil 

municipal  de Barbosa, Antioquia; la diligencia que se rituó en el juzgado civil 

municipal  de Yarumal, Antioquia; y, en la audiencia de conciliación que se 

adelantó en la ciudad de Bogotá. 

En este punto es del caso anotar que para el desplazamiento a los distintos 

lugares fuera de Medellín, lugar del domicilio profesional de mí representado, 

nunca recibió auxilio económico alguno por parte del señor LONDOÑO 

BERRÍO. 

C.- Cuatro fueron los miembros de la familia del señor JORGE ARGIRO 

TOBÓN OLARTE fallecidos durante el lapso de tiempo que demandó el 

trámite del proceso, situación que obligaba a adelantar las diligencias de 

liquidación de las herencias, de tal manera que los herederos pudieren 

legitimarse ante el ente público condenado, Nación-Rama Judicial y reclamar 

las indemnizaciones reconocidas a los causantes. 

¿Qué ocurrió? El abogado LONDOÑO BERRÍO, apoderado principal de los 

demandantes en el proceso de reparación directa, exigió a sus clientes una 

suma millonaria como honorarios profesionales, para adelantar las 

sucesiones. 

Dado que estos carecían de recursos económicos, el Dr. WILLIAM GÓMEZ 

MARÍN asumió gratuitamente la labor profesional de que aquí hemos 

hablado. 

Con lo expresado se arroja suficiente ilustración a lo dicho aquí, debiéndose 

agregar que el resultado favorable del proceso, se debió en un 90% al actuar 

profesional de mi representado. 

 

“Sexto.” ES PARCIALMENTE CIERTO. En este punto se exponen varios 

hechos; a ellos no referiremos en forma separada:  

Es cierto que el Dr. LONDOÑO BERRÍO presentó la cuenta de cobro. 

 



ALEXANDER FRANCO GÓMEZ 

  Abogado. 

No ve la forma este profesional del derecho de acreditar los gastos en que 

incurrió para imprimir credulidad a sus aportes en la tan anhelada sociedad 

de hecho, pues para la presentación de la cuenta de cobro, el único gasto 

que puede generase es el pago de la autenticación del poder que otorga el 

cliente para el efecto, dado que los demás documentos siempre están en 

manos del abogado. 

 

Lo expresado en el párrafo segundo, constituye la plena confesión del 

demandante LONDOÑO BERRÍO del incumplimiento de su obligación de 

reconocimiento de los honorarios a que tiene derecho mí procurado, máxime 

que como arriba se indicó, en él recayó en un muy alto porcentaje el peso 

del asunto. 

 

“Séptimo”. Contiene varios hechos. NO ME CONSTA que el señor 

LONDOÑO BERRÍO haya sido apoderado del señor RUBÉN DARÍO SILVA 

ALZATE en el proceso penal adelantado en su contra. 

 

Tampoco ME CONSTA la influencia que pudiera tener la anunciada defensa   

en la contratación de este proceso, entre otras cosas, porque los poderes de 

la familia SILVA en este asunto, fueron conferidos al Dr. WILLIAM GÓMEZ 

MARÍN y a otro abogado que no hacía parte de la imaginaria sociedad de 

hecho. 

 

 “Octavo”. NO ES CIERTO que el Dr. JOHN JAIME POSADA hubiese 

actuado en este proceso como apoderado principal, ya que incluso no fue 

designado como apoderado por los demandantes. 

Los poderes fueron otorgados por los actores al abogado WILLIAM GÓMEZ 

MARÍN, como principal y a otro abogado diferente a los demandantes y su 

actuación nunca obedeció al supuesto acuerdo de colaboración 

 

 



ALEXANDER FRANCO GÓMEZ 

  Abogado. 

“Noveno”. ES PARCIALMENTE CIERTO. Como se acaba de señalar el 

apoderado principal lo fue el Dr. GÓMEZ MARÍN, no teniendo cabida la 

dicha sustitución. Es cierto que éste  presentó la cuenta de cobro, sin estar 

obligado a lo demás, por la inexistencia del supuesto contrato. 

 

“Decimo”. NO ES CIERTO. Nunca mi poderdante tuvo ante sus ojos el 

pretendido contrato de honorarios profesionales. 

Por ello, una vez en firme la sentencia de segundo grado favorable a los 

demandantes, sumado el hecho de no poseer un documento que soportara 

el contrato de honorarios, el Dr. WILLIAM GÓMEZ MARÍN no tuvo otra 

opción que aceptar el 30% ofrecido por los clientes, evitando así una posible 

revocatoria de los poderes y la pérdida total de aquellos, en caso de no 

llegarse a un acuerdo sobre este punto.  

Afirma mi poderdante que ningún miembro de la familia MUÑOZ 

MOSQUERA tuvo relación, personal o telefónica con los actores, para lo 

concerniente con el proceso de reparación directa, por lo que asombra que 

vengan ahora a exhibir un contrato de servicios profesionales no suscrito por 

ninguno de los abogados, y cuya procedencia deberán explicar en este 

proceso. 

 

Vale la pena señalar que la decisión de la rebaja de honorarios la tomó el 

abogado WILLIAM GÓMEZ MARÍN, en razón de ser el apoderado de la 

familia MUÑOZ MOSQUERA. 

 

“Undécimo” ES CIERTO. Se anota una vez más que a pesar de que los 

demandantes figuraran en los poderes, ningún aporte logístico o procesal 

efectuaron respecto del proceso, que ameritara una participación de los 

honorarios generados a partir del éxito de las pretensiones. 

 

“Duodécimo”. NO ES CIERTO. El abogado HERNANDO LONDOÑO 

BERRÍO, ninguna participación jurídico intelectual tuvo en la proposición y 



ALEXANDER FRANCO GÓMEZ 

  Abogado. 

sustentación del citado recurso, y la posterior revocatoria del fallo. “La 

confección” y trámite del recurso, correspondió exclusivamente al trabajo 

profesional realizado por el abogado WILLIAM GÓMEZ MARÍN. 

 

“Decimotercero”. ES CIERTO. Así lo acredita el expediente administrativo. 

 

“Decimocuarto.” NO ME CONSTA. Que se pruebe. 

 

“Decimoquinto”. NO ME CONSTA. Que se pruebe.  

 

“Decimosexto.”  ES CIERTO. No existe fundamento jurídico para que mí 

procurado deba hacer reconocimiento alguno de honorarios a los accionantes 

de dichos honorarios. 

La situación del Dr. JOHN JAIME POSADA ORREGO en nada concierne a 

mí mandante. 

 

“Decimoséptimo.”  NO ME CONSTA. 

 

“Decimoctavo” ES PARCIALMENTE CIERTO. Invoco lo manifestado 

frente al hecho “Decimo” de la demanda, aclarando una vez más, que el 

abogado WILLIAM GÓMEZ MARÍN actuó durante el trámite del proceso. 

NO ES CIERTO que exista un incumplimiento por parte de mi mandante en 

la supuesta “sociedad de hecho” a que se refieren los demandantes. Si la 

Fiscalía General De La Nación no ha hecho pago alguno al señor GÓMEZ 

MARÍN o a sus clientes, del importe de las sentencias a que se refieren 

dichos procesos, no existe ningún incumplimiento, sin perjuicio de todo lo 

dicho en este escrito. 

 

“Decimonoveno.”  NO ES CIERTO. En correspondencia con la respuesta 

al hecho “Decimo”, señalemos, además, que no se trató de una modificación 

del contrato de prestación de servicios profesionales, en la medida en que el 



ALEXANDER FRANCO GÓMEZ 

  Abogado. 

Dr. GÓMEZ MARÍN no sabía de la existencia del documento que ahora 

aportan los demandantes.  

 

“Vigésimo. NO ES CIERTO. Invoco los mismos argumentos al hecho 

anterior, aunados a la contestación del hecho “Decimo.” 

 

“Vigesimoprimero”. NO ES CIERTO. De los documentos aducidos por la 

parte accionante como prueba de la existencia del contrato de la sociedad de 

hecho conformada entre la parte demandante y demandada, en la cual figura 

la existencia de 51 procesos, al abogado WILLIAM GÓMEZ MARÍN  solo 

se le reconocieron honorarios en uno, sin saberse qué ha ocurrido con los 

otros, de ser cierto lo de la ansiada sociedad de hecho. 

 

“Vigesimosegundo”. NO ME CONSTA. En caso de ser relevante deberá 

ser acreditado por la parte actora. 

 

 

2. FRENTE A LAS PRETENSIONES, DECLARACIONES Y CONDENAS. 

Me opongo a las pretensiones principales y subsidiarias elevadas por la parte 

demandante, en razón a que no existen elementos de hecho y de derecho 

que les permita tener vocación de prosperidad, y en su lugar, es procedente 

declarar la existencia de las EXCEPCIÓNES que seguidamente propondré. 

 

3. EXCEPCIÓNES FRENTE A LA PRETENSIONES DECLARATIVA Y 

CONSECUENCIALES. 

3.1. EXCEPCIÓN MIXTA.  

 

3.1.1. PRESCRIPCIÓN. 

El artículo 2535 del Código Civil, consagra la prescripción extintiva como 

medio para extinguir las acciones judiciales, así: 



ALEXANDER FRANCO GÓMEZ 

  Abogado. 

“ARTICULO 2535. <PRESCRIPCION EXTINTIVA>. La prescripción que extingue las acciones y derechos ajenos exige 

solamente cierto lapso de tiempo durante el cual no se hayan ejercido dichas acciones. 

Se cuenta este tiempo desde que la obligación se haya hecho exigible”. 

A su paso, el artículo 822 del Código de comercio, consagra la remisión 

normativa, para que en materia comercial, tenga aplicación el derecho civil. 

“ARTÍCULO 822. <APLICACIÓN DEL DERECHO CIVIL>. Los principios que gobiernan la formación de los actos y 

contratos y las obligaciones de derecho civil, sus efectos, interpretación, modo de extinguirse, anularse o rescindirse, serán 

aplicables a las obligaciones y negocios jurídicos mercantiles, a menos que la ley establezca otra cosa. 

La prueba en derecho comercial se regirá por las reglas establecidas en el Código de Procedimiento Civil, salvo las reglas 

especiales establecidas en la ley” 

 

El término de prescripción consagrado para exigir el pago de las obligaciones 

derivadas de la sociedad de hecho invocada por la parte demandante, es el 

establecido en el artículo 235 de la ley 222 de 1995, el cual reza: 

“ARTICULO 235. TÉRMINO DE PRESCRIPCION. Las acciones penales, civiles y administrativas derivadas del 

incumplimiento de las obligaciones o de la violación a lo previsto en el Libro Segundo del Código de Comercio y en esta ley, 

prescribirán en cinco años, salvo que en ésta se haya señalado expresamente otra cosa.” 

 

Respecto de la aplicación de la norma contentiva del término de prescripción, 

la Corte Suprema De Justicia en sentencia SC2818-2018, de 18 de julio de 

2018 Magistrada ponente MARGARITA CABELLO BLANCO, sostuvo: 

“ Con todo, de haber discrepancias entre los asociados, por razón del contrato social, el término 

prescriptivo aplicable es el previsto en el artículo 235 de la Ley 222 de 1995, modificatoria del libro II del 

Código de Comercio (sobre sociedades comerciales), al tenor del cual, “Las acciones penales, civiles y 

administrativas derivadas del incumplimiento de las obligaciones o de la violación a lo previsto en el Libro 

Segundo del Código de Comercio y en esta ley, prescribirán en cinco años, salvo que en ésta se haya 

señalado expresamente otra cosa”.  Conteo que se inicia desde cuando la obligación se ha hecho 

exigible, según los términos del inciso segundo del artículo 2535 del Código Civil, aplicable por remisión 

del canon 822 del Estatuto Mercantil. 

El término de prescripción antedicho es igual al previsto en el artículo 256 del Código de Comercio, solo 

que este dispone que ese quinquenio deba comenzar a contarse a partir de la fecha de disolución de la 

sociedad y la de hecho pareciera estar siempre en ese estado, con lo cual se genera una confusión, que 

salva el aludido precepto 235 de la Ley 222.” 



ALEXANDER FRANCO GÓMEZ 

  Abogado. 

Conforme los hechos y las pretensiones de la demanda, la parte actora 

solicita la declaración de existencia de una “Sociedad de hecho”, y el 

consecuente pago a los demandantes de las “utilidades” previamente 

pactadas. 

En ese orden de ideas, y a fin de señalar el momento en que se hizo exigible 

la obligación, para dar aplicación al término señalado en el articulo 235 de la 

ley 222 de 1995, resulta necesario establecer desde cuando se hicieron 

exigibles las condenas impuestas a la FISCALIA GENERAL DE LA 

NACION, en cada uno de los procesos de reparación directa instaurados por 

el señor RUBÉN DARÍO ALZATE SILVA y OTROS; y EMILIO MUÑOZ 

MOSQUERA y otros. 

En el proceso radicado bajo el No 05001 – 2331 – 000 – 1996 – 00659 – 01, 

incoado por el señor RUBÉN DARÍO SILVA ALZATE y OTROS, la sentencia de 

segunda instancia que puso fin al proceso, fue dictada por el Consejo De 

Estado el día 28 de agosto de 2013, quedando ejecutoriada el 10 de 

septiembre de 2013. Es decir, era exigible a partir del día siguiente a su 

ejecutoria, acaeciendo el término prescriptivo a partir del 11 de septiembre 

de 2018. 

En el proceso radicado bajo el No 05001-2331-000-1998-03020 – 01, incoado 

por el señor EMILIO MUÑOZ MOSQUERA y OTROS, la sentencia de segunda 

instancia que puso fin al proceso, fue dictada por el Consejo De Estado el día 

6 de diciembre de 2013, quedando ejecutoriada el 24 de enero de 2014. Es 

decir, era exigible a partir del día siguiente a su ejecutoria, acaeciendo el 

término prescriptivo a partir del 25 de enero de 2019.  

Conforme lo anterior, y teniendo en cuenta la fecha en que se interrumpió el 

término de prescripción con la solicitud de conciliación, las obligaciones que 

consecuencialmente solicitan los demandantes se les reconozcan, se 

encuentran prescritas.  

 



ALEXANDER FRANCO GÓMEZ 

  Abogado. 

 

3.2. EXCEPCIÓNES DE FONDO.  

 

3.2.1. AUSENCIA DE REQUISITOS DE EXISTENCIA DE LA SOCIEDAD 

DE HECHO. 

 

En aplicación del articulo 498 del Código de comercio, la jurisprudencia del 

órgano de cierre de la jurisdicción ordinaria, ha desarrollado de manera 

pacífica los requisitos o elementos de existencia constitutivos de las 

sociedades de hecho, necesarios para su demostración. 

 

I. Ánimus o affectio societatis, es decir, que se trate de pluralidad de 

personas con ánimo o intención asociativa o con consentimiento para 

asociarse.  

Si bien es cierto que en principio se suscribió un acuerdo de trabajo entre el 

señor HERNANDO LONDOÑO BERRÍO, y el señor WILLIAM GÓMEZ 

MARÍN en los términos señalados en la contestación al hecho “Primero” de 

la demanda, también lo es que transcurrido un tiempo luego de su 

suscripción; tácitamente se resolvió el acuerdo al que había llegado, como 

consecuencia, de una parte, de la inactividad intelectual, procesal, o logística  

del demandante LONDOÑO BERRÍO, y de otra, de la determinación del 

demandado GÓMEZ MARÍN de apersonarse en su totalidad de la actuación 

profesional en el trámite de los procesos, desapareciendo en consecuencia el 

ánimo de trabajo conjunto o supuestamente asociado.  

 

Respecto del codemandante ALVARO MORALES RIOS, baste con señalar 

que ni siquiera aparece suscribiendo el acuerdo de trabajo anteriormente 

aludido, y mucho menos realizando aporte alguno, como para predicar su 

intención asociativa. 

 

 

 



ALEXANDER FRANCO GÓMEZ 

  Abogado. 

II. Aportes comunes en trabajo o en dinero para desarrollar un 

objeto social, una explotación coordinada o una actividad común.  

 

Los únicos hechos coordinados de explotación común, se reducen al trámite 

del proceso del señor ARGIRO TOBON OLARTE y su familia, referido en 

los hechos “Cuarto” numeral 1, “Quinto” y “Sexto”, y su contestación, es 

decir, a un único proceso, en el cual fueron parcialmente repartidos los 

honorarios profesionales en la forma indicada en la contestación al hecho 

“Sexto” de la demanda. 

 

Ninguna otra actividad fue realizada conjuntamente por parte del señor 

GÓMEZ MARÍN, con el codemandante LONDOÑO BERRÍO, que permita 

afirmar que existió el desarrollo de un objeto social, o actividad común. 

 

III. Ánimus lucrandi, es decir, búsqueda de un beneficio lucrativo 

de las partes, con voluntad de distribución de utilidades y de 

participación en las pérdidas. 

 

Sí no existió un trabajo conjunto y asociado del codemandado GÓMEZ MARÍN 

con los demandantes y la cristalización de los aportes en cualquiera de sus 

modalidades, (dinero, especie o industria), como obvia consecuencia debe 

concluirse que no existió el ánimo de lucro y de contera, la implorada 

sociedad de hecho. 

 

IV. Igualdad entre los socios. Colaboración en plano de igualdad, 

que deseche o descarte la existencia de un contrato de trabajo o 

relaciones de subordinación que no rompa el plano de igualdad 

entre los socios. 

 

El señor WILLIAM GÓMEZ desde el momento en que decidió realizar 

personal e integralmente el trabajo que demandaba el trámite de los 



ALEXANDER FRANCO GÓMEZ 

  Abogado. 

procesos a que se refieren los numerales 2 y 3 del hecho “Cuarto” de la 

demanda, resolvió el acuerdo de trabajo inicialmente suscrito con los actores.  

 

Por sustracción de materia resulta innecesario realizar cualquier 

consideración sobre su participación en plano de igualdad. 

 

 

Por todo lo anterior, no se encuentran acreditados los requisitos 

necesarios para declarar la existencia de la sociedad de hecho. 

 

 

3.2.2. RESOLUCIÓN DEL CONTRATO O ACUERDO DE TRABAJO E 

INEXISTENCIA DEL VÍNCULO CONTRACTUAL. 

El articulo 1546 del Código Civil, aplicable por remisión normativa del artículo 

822 del Código de Comercio, consagra la condición resolutoria tacita, así: 

“ARTICULO 1546. <CONDICION RESOLUTORIA TACITA>. En los contratos bilaterales va envuelta la condición 

resolutoria en caso de no cumplirse por uno de los contratantes lo pactado. 

Pero en tal caso podrá el otro contratante pedir a su arbitrio, o la RESOLUCIÓN o el cumplimiento del contrato con 

indemnización de perjuicios.” 

 

El argumento principal de la defensa del abogado WILLIAM GÓMEZ 

MARÍN, frente a las pretensiones elevadas por los demandantes, es la 

RESOLUCIÓN tacita del acuerdo inicialmente celebrado. 

Ante la falta, o ausencia de aporte profesional, intelectual, o logístico por 

parte de los demandantes en el trámite de los procesos de reparación directa 

instaurados por los señores RUBÉN DARÍO SILVA ALZATE y otros; y, EMILIO 

MUÑOZ MOSQUERA y otros, en contra de la FISCALIA GENERAL DE LA 

NACION, encaminados a obtener la indemnización de los perjuicios  irrogados 

por la privación injusta de la libertad, el abogado GÓMEZ MARÍN decidió 

tramitar de manera autónoma e inconsulta los anteriores procesos, 



ALEXANDER FRANCO GÓMEZ 

  Abogado. 

constituyendo el actuar, tanto de los actores como de mi poderdante una 

RESOLUCIÓN o ruptura fáctica y jurídica del acuerdo de trabajo pactado.  

 

EN EL HIPOTÉTICO CASO DE QUE SE DECRETE LA EXISTENCIA DE 

LA SOCIEDAD DE HECHO. 

 

3.2.3. EXCEPCIÓN DE CONTRATO NO CUMPLIDO. 

Si bien es cierto que mi mandante incumplió el acuerdo de trabajo 

inicialmente pactado, también lo es que la fuente o causa de esta conducta, 

obedece al incumplimiento de los demandantes en sus obligaciones 

contractuales respecto del trámite de los procesos de los señores RUBÉN 

DARÍO SILVA ALZATE y familia; y, EMILIO MUÑOZ MOSQUERA y familia, 

concretados en la no realización de aportes  profesionales, intelectuales, y/o 

logísticos, necesarios para dar cabal cumplimiento al mandato encomendado 

para  el trámite de los respectivos procesos de reparación directa por 

privación injusta de la libertad. 

En ese orden de ideas, como quiera que se trata de un contrato sinalagmático 

donde existen obligaciones reciprocas, la EXCEPCIÓN propuesta encuentra 

sustento normativo en el artículo 1609 del Código Civil.  

“ARTICULO 1609. <MORA EN LOS CONTRATOS BILATERALES>. En los contratos bilaterales ninguno de los 

contratantes está en mora dejando de cumplir lo pactado, mientras el otro no lo cumpla por su parte, o no se allana a cumplirlo 

en la forma y tiempo debidos” 

 

3.2.4.    INEXIGIBILIDAD DE LA OBLIGACIÓN.  

Como bien lo afirma el demandante en los hechos “Noveno y 

“Decimoséptimo”, en los procesos de los señores Rubén Darío Silva y otros, 

y en el proceso del señor de Emilio Alberto Muñoz Mosquera y su grupo 



ALEXANDER FRANCO GÓMEZ 

  Abogado. 

familiar, se asignaron como turnos de pago los días 15 de noviembre de 

2016, y 24 de julio de 2014, respectivamente, sin que a la fecha se haya 

realizado pago alguno a mi mandante o a sus clientes del importe de las 

sentencias a que se refieren dichos procesos, sin que exista incumplimiento 

por parte del abogado GÓMEZ MARÍN. 

 

3.2.5. EXCESIVA TASACIÓN DEL MONTO DE LAS PRETENSIONES.  

Conforme la distribución de utilidades sociales señalada en el articulo 150 del 

Código de Comercio, en el hipotético caso que se llegase a declarar la 

existencia de la sociedad de hecho, no deberá tenerse en cuenta los 

porcentajes pactados en  los numerales 8 y 9 del acuerdo de trabajo suscrito 

entre las partes aludido en el hecho “Primero” de la demanda y su 

contestación, sino el aporte profesional, intelectual, logístico, real, 

efectivo, y determinante realizado por cada uno de los socios en el 

trámite de los procesos de los señores RUBÉN DARÍO SILVA ALZATE y otros; 

y,  EMILIO MUÑOZ MOSQUERA y otros, y su éxito jurídico, para que de 

manera proporcional al aporte realizado, se fijen los porcentajes 

correspondientes a las utilidades sociales.   

En términos de la sabiduría popular: “Cada quién recoge lo que 

siembra”. 

 

3.2.6. GENÉRICA O INNOMINADA. 

De conformidad con lo preceptuado en el artículo 282 CGP, solicito se 

reconozcan todos aquellos hechos que configuren EXCEPCIÓNES, y que 

resulten probados dentro del proceso. 

 

 

 



ALEXANDER FRANCO GÓMEZ 

  Abogado. 

4. EXCEPCIÓNES FRENTE A LA PRETENSIONES SUBSIDIARIAS.  

 

4.2. RESOLUCIÓN DEL CONTRATO O ACUERDO DE TRABAJO E 

INEXISTENCIA DEL VINCULO CONTRACTUAL. 

 

Invoco los mismos argumentos que sirvieron de sustentación de la 

EXCEPCIÓN 3.2.2., con prescindencia del fundamento normativo del 

ordenamiento procesal. 

EN EL HIPOTETICO CASO DE QUE SE DECRETE LA EXISTENCIA DEL 

CONTRATO DE DISTRIBUCIÓN DE HONORARIOS. 

4.3. EXCEPCIÓN DE CONTRATO NO CUMPLIDO. 

Invoco los mismos argumentos que sirvieron de sustentación de la 

EXCEPCIÓN 3.2.3. 

4.4. INEXIGIBILIDAD DE LA OBLIGACIÓN.  

Invoco los mismos argumentos que sirvieron de sustentación de la 

EXCEPCIÓN 3.2.4. 

 

4.5. EXCESIVA TASACIÓN DEL MONTO DE LAS PRETENSIONES.  

Invoco los mismos argumentos que sirvieron de sustentación de la 

EXCEPCIÓN 3.2.5. 

 

4.6. GENÉRICA O INNOMINADA. 

De conformidad con lo preceptuado en el artículo 282 CGP, solicito se 

reconozcan todos aquellos hechos que configuren EXCEPCIONES, y que 

resulten probados dentro del proceso. 

 

 

 



ALEXANDER FRANCO GÓMEZ 

  Abogado. 

5. FRENTE AL JURAMIENTO ESTIMATORIO Y CUANTÍA. 

Las pretensiones consecuenciales de la demanda señaladas en los numerales 

“Tercero. numerales 1 y 2”, “Cuarto numerales 1 y 2” y “Sexto” de las 

principales, y las pretensiones “tercera” numerales 1 y 2, “Cuarta” numerales 

1 y 2, y “sexta” de la subsidiaria, desbordan las cuantías que pudieran 

llegarse a reconocer en caso de que la pretensión declarativa principal tuviera 

prosperidad, o en su defecto, la declarativa subsidiaria, en razón de que, si 

bien las sumas correspondientes a capital y la liquidación de los intereses 

moratorios en cada uno de los procesos que aspiran los demandantes se les 

reconozca participación, se ajustan aproximadamente a la realidad, deberá 

tenerse en cuenta las EXCEPCIÓNES propuestas en los numerales 3.2.5. y 

4.5. de este escrito de contestación, para que, una vez establecido el aporte 

profesional, intelectual, logístico y efectivo, hecho por los demandantes, bien 

sea en la “sociedad de hecho”, o en el “contrato de distribución de 

honorarios” y el éxito jurídico de los procesos en cuestión, se les reconozca 

el porcentaje correspondiente en los honorarios profesionales.  

 

 

6. FRENTE A LA SOLICITUD DE EXHIBICIÓN DE DOCUMENTOS. 

 

La exhibición solicitada en el numeral 2º de este acápite, carece de sentido, 

porque se encuentra comprendido en el capítulo de la prueba documental 

(Núm. 6º) que el demandante dice aportar como anexo, al cual ya nos 

referimos en palabras anteriores. 

 

7. FUNDAMENTOS DE DERECHO. 

“ARTICULO 2535. <PRESCRIPCION EXTINTIVA>. La prescripción que extingue las acciones y derechos ajenos exige 

solamente cierto lapso de tiempo durante el cual no se hayan ejercido dichas acciones. 

Se cuenta este tiempo desde que la obligación se haya hecho exigible”. 



ALEXANDER FRANCO GÓMEZ 

  Abogado. 

“ARTICULO 235. TÉRMINO DE PRESCRIPCION. Las acciones penales, civiles y administrativas derivadas del 

incumplimiento de las obligaciones o de la violación a lo previsto en el Libro Segundo del Código de Comercio y en esta ley, 

prescribirán en cinco años, salvo que en ésta se haya señalado expresamente otra cosa.” 

“ARTICULO 1546. <CONDICION RESOLUTORIA TACITA>. En los contratos bilaterales va envuelta la condición 

resolutoria en caso de no cumplirse por uno de los contratantes lo pactado. 

Pero en tal caso podrá el otro contratante pedir a su arbitrio, o la RESOLUCIÓN o el cumplimiento del contrato con 

indemnización de perjuicios.” 

“ARTICULO 1609. <MORA EN LOS CONTRATOS BILATERALES>. En los contratos bilaterales ninguno de los 

contratantes está en mora dejando de cumplir lo pactado, mientras el otro no lo cumpla por su parte, o no se allana a cumplirlo 

en la forma y tiempo debidos” 

ARTÍCULO 150. <DISTRIBUCIÓN DE UTILIDADES SOCIALES - PROCEDIMIENTO GENERAL>. La distribución de las 

utilidades sociales se hará en proporción a la parte pagada del valor nominal de las acciones, cuotas o partes de interés de 

cada asociado, si en el contrato no se ha previsto válidamente otra cosa. 

Las cláusulas del contrato que priven de toda participación en las utilidades a algunos de los socios se tendrán por no 

escritas, a pesar de su aceptación por parte de los socios afectados con ellas 

ARTÍCULO 282. RESOLUCIÓN SOBRE EXCEPCIÓNES. En cualquier tipo de proceso, cuando el juez halle probados los 

hechos que constituyen una EXCEPCIÓN deberá reconocerla oficiosamente en la sentencia, salvo las de prescripción, 

compensación y nulidad relativa, que deberán alegarse en la contestación de la demanda… 

 

8. PRUEBAS. 

 

8.1.   FRENTE A LAS SOLICITADAS POR LA PARTE DEMANDANTE. 

 

Sea lo primero tachar por sospechosos los testimonios solicitados por la parte 

demandante, respecto de: 

• . NATALY VARGAS OSSA 

Se trata de una abogada que bien tiene la condición de socia o dependiente 

del actor HERNANDO LEÓN LONDOÑO BERRÍO, pues desde hace algún 

tiempo ejerce su profesión desde el inmueble de propiedad de éste, 

compartiéndolo, ubicado en la calle 49 No. 50-21, oficina 2502, de esta 

ciudad. 



ALEXANDER FRANCO GÓMEZ 

  Abogado. 

La experiencia enseña que en situaciones como esta, se generan hondos 

sentimientos de amistad que influyen y atentan contra la imparcialidad del 

testigo, ya que este adquiere un interés presunto en el resultado del proceso, 

agravado en este caso, por: 

A raíz del injustificado interés económico que el demandante LONDOÑO 

BERRÍO viene presentando últimamente en el resultado de los asuntos ya 

conocidos, la abogada NATALY VARGAS OSSA se dio a la tarea de llamar 

telefónicamente a los miembros de la familia del señor EMILIO ALBERTO 

MUÑOZ MOSQUERA, y en una actitud antiética y desobligante, que bien 

merece una mirada del derecho penal, los amenazó con denunciarlos ante la 

Fiscalía General de la Nación, si no comparecían a la oficina del nombrado 

Dr. Para hacer un acuerdo de pago de sus honorarios. 

Sólo cuando la respuesta que recibió el abogado reclamante por intermedio 

de su socia o dependiente, fue: sí ustedes nos siguen amenazando los que 

vamos a denunciar ante la Fiscalía somos nosotros, porque ello constituye un 

delito de constreñimiento, cesaron las llamadas intimidantes. 

Consideramos entonces que lejos de ser presunto, es manifiesto el interés de 

la doctora VARAGAS OSSA en este proceso.  

• . VICTOR ALONSO PÉREZ GÓMEZ 

Es abogado de profesión, socio en múltiples negocios y amigo personal y 

entrañable de LONDOÑO BERRÍO, que forzosamente mina su imparcialidad 

en la declaración que arroje al proceso. 

 

Precisa especial pronunciamiento el documento aportado por la parte actora, 

pretendiendo hacer énfasis en sus aportes consistente en la celebración de 

un contrato de vigilancia judicial, relativo a los procesos que se tramiten 

en ante el Distrito Judicial de Medellín, bastando, desde ahora, con señalar 

que en ninguno de los procesos objeto de dicho contrato, tenía participación 

real o presunta mí representado, siéndole por consiguiente inoponible. 
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  Abogado. 

8.2 SOLICITADAS POR LA PARTE QUE REPRESENTO.  

 

8.2.1. Testimonial 

 

8.2.1.1 .Para que declare acerca de los hechos de la demanda, en especial 

a lo concerniente al trámite, y pago de honorarios del proceso de reparación 

directa radicado bajo el No No. 25000- 23-26-000-1997-15138-00, en 

donde fue demandante el señor JORGE ARGIRO TOBON, ruego se cite a 

su señora esposa LUZ AMPARO VILLA MONTOYA,  residente en la carrera 

28 No. 43-156, interior 107, municipio, Copacabana, Antioquia. 

8.2.1.2. DIANA PATRICIA EUSSE ARENAS,  carrera 51 No. 50-21, 

Medellín,   quien depondrá sobre lo que directa y personalmente le conste 

sobre la labor personal y profesional del abogado William Gómez Marín, 

adelantada en los asunto sometidos a debate en este asunto. 

 

8.2.1.3. MARYCRUZ MONTOYA DÍAZ, localizable en la en la carrera 92 

No. 48-26, Medellín, quien depondrá sobre lo que directa y personalmente le 

conste sobre la labor personal y profesional del abogado William Gómez 

Marín, adelantada en los asuntos sometidos a debate en este asunto. 

 

8.2.1.4. SANDRA ALEXIA MUÑOZ MOSQUERA, localizable en la calle 53 

No, 78 A 13, Medellín, para que informe al despacho acerca de la actividad 

profesional desplegada por los abogados inmersos en este conflicto jurídico, 

en el proceso adelantado en contra de La Nación- Fiscalía General de la 

Nación del que ella hizo parte, y, además, sobre el constreñimiento hecho a 

su familia para el pretendido cobro de honorarios. 

 

 



ALEXANDER FRANCO GÓMEZ 

  Abogado. 

8.2.2. Documental 

 

8.2.2.1. Copia de la escritura pública No. 2937 de 17 de diciembre de 2020,     

otorgada en la Notaría 21 de Medellín, sobre la liquidación de la herencia de 

la señora MARÍA MARGARITA  MONTOYA DE VILLA. 

 

8.2.2.2 Copias de la escritura pública No. 2.939, de 17 de diciembre de 2020, 

otorgada en la Notaría 21 de Medellín, sobre la liquidación de la herencia de 

la señora LUZ DARY VILLA MONTOYA. 

 

8.2.2.3. Copias de la escritura pública No. 2.938 de 17 de diciembre de 2020, 

otorgada en la Notaría 21 de Medellín, sobre la liquidación de la herencia del 

señor CARLOS ALBERTO VILLA MONTOYA. 

 

8.2.2.4. Copias de la escritura pública No. 1.869 de 30 de septiembre de 

2021, otorgada en la Notaría de Copacabana, Antioquia, sobre venta de 

derechos hereditarios previos a la liquidación de la herencia de la señora 

MARÍA MARGARITA  MONTOYA DE VILLA. 

 

8.2.2.5. Copia de la escritura pública No. 192 de 16 de febrero de 2021, 

otorgada en la Notaría Única de Copacabana, Antioquia, contentiva de la 

adición a la partición de la sociedad conyugal y herencia del señor GUSTAVO 

DE JESÚS VILLA MONTOYA. 

 

 

 

 



ALEXANDER FRANCO GÓMEZ 

  Abogado. 

8.3. INTERROGATORIO DE PARTE. 

 

Lo estaré formulando a los demandantes HERNANDO LEON LONDOÑO 

BERRÍO, y ALVARO MORALES RIOS, acerca de los hechos de la 

demanda, en la fecha y hora señalados por el despacho. 

 

8.4. DECLARACIÓN DE PARTE. 

 

En la fecha que el despacho señale tomaré declaración a mi acudido (artículo 

192 del CGP). 

 

8.5. OFICIOS. 

8.5.1. Ruego se oficie a la SECRETARIA GENERAL DEL TRIBUNAL 

ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA, para que con destino a este 

proceso, y para que obre como prueba respecto del proceso de reparación 

directa instaurado por el señor JORGE ARGIRO TOBON OLARTE y otros, 

en contra de la NACION – CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA y 

OTROS, por privación injusta de la libertad, radicado bajo el No. 25000- 

23-26-000-1997-15138-00, certifique: 

 

8.5.1.2.Cuáles fueron las actuaciones procesales realizadas durante el 

trámite del proceso en sus dos instancias, por parte del abogado 

HERNANDO LEON LONDOÑO BEERRIO, identificado con la cédula de 

ciudadanía No 3’348.980, y tarjeta profesional No 24.936. 

 

8.5.1.3.Cuáles fueron las actuaciones procesales realizadas durante el 

trámite del proceso en sus dos instancias, por parte del abogado ALVARO 



ALEXANDER FRANCO GÓMEZ 

  Abogado. 

MORALES RIOS, identificado con la cédula de ciudadanía No 71’596.138, y 

tarjeta profesional No 94.553. 

 

8.5.1.4.Cuáles fueron las actuaciones procesales realizadas durante el 

trámite del proceso en sus dos instancias, por parte del abogado WILLIAM 

GÓMEZ MARÍN, identificado con la cédula de ciudadanía No 70’040.149, y 

tarjeta profesional No 20.081. 

 

8.5.2. Ruego se oficie a la SECRETARIA GENERAL DEL TRIBUNAL 

ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA, para que con destino a este 

proceso, y para que obre como prueba; respecto del proceso de reparación 

directa instaurado por el señor EMILIO ALBERTO MUÑOZ MOSQUERA y 

otros, en contra de la FISCALIA GENERAL DE LA NACION y OTROS, por 

privación injusta de la libertad, radicado bajo el No 25000-23-26-000-

1998-03020-00, certifique: 

 

8.5.2.1.Cuáles fueron las actuaciones procesales realizadas durante el 

trámite del proceso en sus dos instancias, por parte del abogado 

HERNANDO LEON LONDOÑO BEERRIO, identificado con la cédula de 

ciudadanía No 3’348.980, y tarjeta profesional No 24.936. 

 

8.5.2.2.Cuáles fueron las actuaciones procesales realizadas durante el 

trámite del proceso en sus dos instancias, por parte del abogado ALVARO 

MORALES RIOS, identificado con la cédula de ciudadanía No 71’596.138, y 

tarjeta profesional No 94.553. 

 

8.5.2.3.Cuáles fueron las actuaciones procesales realizadas durante el 

trámite del proceso en sus dos instancias, por parte del abogado WILLIAM 



ALEXANDER FRANCO GÓMEZ 

  Abogado. 

GÓMEZ MARÍN, identificado con la cédula de ciudadanía No 70’040.149, y 

tarjeta profesional No 20.081. 

 

8.5.3. Ruego se oficie a la SECRETARIA GENERAL DEL TRIBUNAL 

ADMINISTRATIVO DE ANTIOQUIA, para que con destino a este proceso, 

y para que obre como prueba; respecto del proceso de reparación directa 

instaurado por el señor RUBÉN DARÍO SILVA ALZATE y otros, en contra 

de la FISCALIA GENERAL DE LA NACION y OTROS, por privación injusta 

de la libertad, radicado bajo el No 05001 2331 000 1996 – 00659 00, 

certifique: 

 

8.5.3.1.Cuáles fueron las actuaciones procesales realizadas durante el 

trámite del proceso en sus dos instancias, por parte del abogado 

HERNANDO LEON LONDOÑO BEERRIO, identificado con la cédula de 

ciudadanía No 3’348.980, y tarjeta profesional No 24.936. 

 

8.5.3.2.Cuáles fueron las actuaciones procesales realizadas durante el 

trámite del proceso en sus dos instancias, por parte del abogado ALVARO 

MORALES RIOS, identificado con la cédula de ciudadanía No 71’596.138, y 

tarjeta profesional No 94.553. 

 

8.5.3.3. Cuáles fueron las actuaciones procesales realizadas durante el 

trámite del proceso en sus dos instancias, por parte del abogado WILLIAM 

GÓMEZ MARÍN, identificado con la cédula de ciudadanía No 70’040.149, y 

tarjeta profesional No 20.081. 

 

8.5.4.Ruego se oficie a la oficina jurídica del CONSEJO SUPERIOR DE 

LA JUDICATURA-RAMA JUDICIAL, para que con destino a este proceso, 

y para que obre como prueba, remita copia íntegra del proceso 



ALEXANDER FRANCO GÓMEZ 

  Abogado. 

administrativo de pago, correspondiente a las sumas de dinero que por 

concepto de indemnizaciones, fueron ordenadas a favor de los demandantes 

mediante la sentencia de 30 de marzo de 2017, proferida por Subsección B, 

Sección Tercera del Consejo De Estado,  complementada mediante 

providencia de 31 de agosto de 2017, dentro del proceso de reparación 

directa instaurado por el señor JORGE ARGIRO TOBON OLARTE, 

identificado con la cédula de ciudadanía No 3’398.912, y otros, radicado bajo 

el No. 25000- 23-26-000-1997-155138-00; y el del pago de los 

honorarios profesionales de los abogados HERNANDO LEON LONDOÑO 

BEERRIO, identificado con la cédula de ciudadanía No 3’348.980, y tarjeta 

profesional No 24.936, JOHN JAIME POSADA ORREGO, identificado con 

la cédula de ciudadanía No 8’397.915, y tarjeta profesional No 29.954, y 

WILLIAM GÓMEZ MARÍN, identificado con la cédula de ciudadanía No 

70’040.149, y tarjeta profesional No 20.081. 

 

8.5.5. Constancia de envío de los derechos de petición a la Secretaria 

General del Tribunal Administrativo de Cundinamarca y Antioquia, así como 

al Consejo Superior de la Judicatura-Rama Judicial.  

 

6. ANEXOS. 

Poder para actuar, y los anunciados como pruebas. 

 

7. NOTIFICACIONES 

Las recibiré en la carrera 43 A No 75 sur 05, int, 1812, y de manera virtual, 

o por medio del canal digital, en el correo electrónico: 

mkfranco33@gmail.com. 

 

 

mailto:mkfranco33@gmail.com


ALEXANDER FRANCO GÓMEZ 

  Abogado. 

El demandado en la dirección y correo electrónico indicados en la demanda. 

 

Señor juez, 

  

  

 

 

ALEXANDER FRANCO GÓMEZ 

C.C. No 71’797.913. 

T.P No 186.177.  

 

 

 

 

  





















































































Señores Magistrados 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA. 

M. P. Dra. GRACIELA TANGARIFE BETANCUORT 

Sección Tercera. 

E.S.D. 

 

REFERENCIA:  REPARACION DIRECTA. 

DEMANDANTE: JORGE ARGIRO TOBON OLARTE y OTROS 

DEMANDADO: NACION – CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA y 
OTROS. 

RADICADO:  No. 25000- 23-26-000-1997-15138-00. 

 

Yo, WILLIAM GOMEZ MARIN, mayor de edad, domiciliado en el municipio de 

Medellín, Antioquia, identificado, con la cedula de ciudadanía y tarjeta 

profesional cuyos números aparecen al pie de mi firma, en calidad de 

apoderado sustituto en el proceso de la referencia, y de conformidad con 

lo preceptuado en el artículo 23 de la Constitución Política De Colombia, y 

la ley 1755 de 2015,  respetuosamente ante ustedes elevo derecho de 

petición, para que con respecto al trámite del proceso de reparación 

directa arriba identificado, se me certifique: 

1. Cuáles fueron las actuaciones procesales realizadas durante el 

tramite del proceso en sus dos instancias, por parte del abogado 

HERNANDO LEON LONDOÑO BEERRIO, identificado con la cedula de 

ciudadanía No 3’348.980, y tarjeta profesional No 24.936. 

 

2. Cuáles fueron las actuaciones procesales realizadas durante el 

trámite del proceso en sus dos instancias, por parte del abogado 



ALVARO MORALES RIOS, identificado con la cedula de ciudadanía No 

71’596.138, y tarjeta profesional No 94.553. 

 

 

3. Cuáles fueron las actuaciones procesales realizadas durante el 

trámite del proceso en sus dos instancias, por parte del abogado 

WILLIAM GOMEZ MARIN, identificado con la cedula de ciudadanía No 

70’040.149, y tarjeta profesional No 20.081. 

 

Y, se expida a mi costa, copia de las actuaciones procesales realizadas por 

cada uno de los abogados a que se refieren los numerales 1,2 y 3. 

 

Recibiré notificaciones en la Calle 49 No 50 – 21, oficina 2203. Medellín, así 

como al correo electrónico: abogados-wja@hotmail.com. 

  

 Atentamente, 

  

WILLIAM GOMEZ MARIN 

C.C. No 70’040.149. 

T.P. No 20.081. 

  

  

 



 



Señores Magistrados 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE ANTIOQUIA. 

M. P. JORGE IVAN DUQUE GUTIERREZ. 

E.S.D. 

 

REFERENCIA:  REPARACION DIRECTA. 

DEMANDANTE: RUBEN DARIO SILVA ALZATE y OTROS 

DEMANDADO: FISCALIA GENERAL DE LA NACION y OTROS. 

RADICADO:  No. 05001- 23-31-000-1996-00659-00. 

 

Yo, WILLIAM GOMEZ MARIN, mayor de edad, domiciliado en el municipio de 

Medellín, Antioquia, identificado, con la cedula de ciudadanía y tarjeta 

profesional cuyos números aparecen al pie de mi firma, en calidad de 

apoderado sustituto en el proceso de la referencia, y de conformidad con 

lo preceptuado en el artículo 23 de la Constitución Política De Colombia, y 

la ley 1755 de 2015,  respetuosamente ante ustedes elevo derecho de 

petición, para que con respecto al trámite del proceso de reparación 

directa arriba identificado, se me certifique: 

1. Cuáles fueron las actuaciones procesales realizadas durante el 

trámite del proceso en sus dos instancias, por parte del abogado 

HERNANDO LEON LONDOÑO BEERRIO, identificado con la cedula de 

ciudadanía No 3’348.980, y tarjeta profesional No 24.936. 

 

2. Cuáles fueron las actuaciones procesales realizadas durante el 

trámite del proceso en sus dos instancias, por parte del abogado 

ALVARO MORALES RIOS, identificado con la cedula de ciudadanía 

No 71’596.138, y tarjeta profesional No 94.553. 



3. Cuáles fueron las actuaciones procesales realizadas durante el 

trámite del proceso en sus dos instancias, por parte del abogado 

WILLIAM GOMEZ MARIN, identificado con la cedula de ciudadanía 

No 70’040.149, y tarjeta profesional No 20.081. 

 

Y, se expida a mi costa, copia de las actuaciones procesales realizadas por 

cada uno de los abogados a que se refieren los numerales 1,2 y 3. 

 

Recibiré notificaciones en la Calle 49 No 50 – 21, oficina 2203. Medellín, así 

como al correo electrónico: abogados-wja@hotmail.com. 

 

 Atentamente, 

  

WILLIAM GOMEZ MARIN 

C.C. No 70’040.149. 

T.P. No 20.081. 

  
 



Señores Magistrados 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA. 

Sección Tercera. 

M. P. FRANKLIN PEREZ CAMARGO. 

E.S.D. 

 

REFERENCIA:  REPARACION DIRECTA. 

DEMANDANTE: EMILIO ALBERTO MUÑOZ MOSQUERA y OTROS 

DEMANDADO: FISCALIA GENERAL DE LA NACION y OTROS. 

RADICADO:  25000-23-26-000-1998-03020-01. 

 

Yo, WILLIAM GOMEZ MARIN, mayor de edad, domiciliado en el municipio de 

Medellín, Antioquia, identificado, con la cedula de ciudadanía y tarjeta 

profesional cuyos números aparecen al pie de mi firma, en calidad de 

apoderado sustituto en el proceso de la referencia, y de conformidad con 

lo preceptuado en el artículo 23 de la Constitución Política De Colombia, y 

la ley 1755 de 2015,  respetuosamente ante ustedes elevo derecho de 

petición, para que con respecto al trámite del proceso de reparación 

directa arriba identificado, se me certifique: 

1. Cuáles fueron las actuaciones procesales realizadas durante el trámite 

del proceso en sus dos instancias, por parte del abogado HERNANDO 

LEON LONDOÑO BEERRIO, identificado con la cedula de ciudadanía No 

3’348.980, y tarjeta profesional No 24.936. 

 

2. Cuáles fueron las actuaciones procesales realizadas durante el trámite 

del proceso en sus dos instancias, por parte del abogado ALVARO 



MORALES RIOS, identificado con la cedula de ciudadanía No 71’596.138, 

y tarjeta profesional No 94.553. 

 

 

3. Cuáles fueron las actuaciones procesales realizadas durante el trámite 

del proceso en sus dos instancias, por parte del abogado WILLIAM 

GOMEZ MARIN, identificado con la cedula de ciudadanía No 70’040.149, 

y tarjeta profesional No 20.081. 

 

Y, se expida a mi costa, copia de las actuaciones procesales realizadas por 

cada uno de los abogados a que se refieren los numerales 1,2 y 3. 

 

Recibiré notificaciones en la Calle 49 No 50 – 21, oficina 2203. Medellín, así 

como al correo electrónico: abogados-wja@hotmail.com. 

 

 Atentamente, 

  

WILLIAM GOMEZ MARIN 

C.C. No 70’040.149. 

T.P. No 20.081. 

  
 



 

 



 



Señores 

CONSEJO SUPERIOS DE LA JUDICATURA. 

Oficina jurídica. 

Bogotá. D.C. 

 

Yo, WILLIAM GOMEZ MARIN, mayor de edad, domiciliado en el municipio de 

Medellín, Antioquia, identificado, con la cedula de ciudadanía y tarjeta 

profesional cuyo número aparece al pie de mi firma, en calidad de 

apoderado sustituto en el proceso de reparación directa instaurado por el 

señor JORGE ARGIRO TOBON OLARTE, identificado con la cedula de 

ciudadanía No 3’398.912, y otros, radicado bajo el No. 25000- 23-26-000-

1997-15138-00,  quien fuera beneficiario de la sentencia proferida en contra 

de LA NACION – CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA; de conformidad 

con lo preceptuado en el artículo 23 de la Constitución Política De 

Colombia, y la ley 1755 de 2015,  respetuosamente ante ustedes elevo 

derecho de petición, para que con respecto del trámite administrativo de 

pago del proceso anteriormente señalado: 

1. Se expida a mi costa copia íntegra del proceso administrativo de 

pago, correspondiente a las sumas de dinero que por concepto de 

indemnizaciones, fueron ordenadas a favor de los demandantes 

mediante la sentencia de 30 de marzo de 2017, proferida por Subsección 

B, Sección Tercera del Consejo De Estado,  complementada mediante 

providencia de 31 de agosto de 2017, y el pago de los honorarios 

profesionales de los abogados HERNANDO LEON LONDOÑO BEERRIO, 

identificado con la cedula de ciudadanía No 3’348.980, y tarjeta 

profesional No 24.936, JOHN JAIME POSADA ORREGO, identificado con la 

cedula de ciudadanía No 8’397.915, y tarjeta profesional No 29.954, y 



WILLIAM GOMEZ MARIN, identificado con la cedula de ciudadanía No 

70’040.149, y tarjeta profesional No 20.081. 

 

Recibiré notificaciones en la Calle 49 No 50 – 21, oficina 2203. Medellín, así 

como al correo electrónico: abogados-wja@hotmail.com. 

 

  

 Atentamente, 

 
  

WILLIAM GOMEZ MARIN 

C.C. No 70’040.149. 

T.P. No 20.081. 

  

 

 

 

 



 


